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El mercado del juego

1. Obligaciones como operador

El juego es una actividad económica con intensa intervención administrativa, excluida de la

Ley 17/2009, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (artículo 2.2.h).

En otros Estados, está prohibido o muy regulado, salvo en supuestos de monopolios públicos,

circunstancia que existió en España hasta entrada en vigor de la Ley 13/2011, de regulación

del juego, y que contaba con un neto cariz recaudatorio. En España, el juego distinto al

estatal estaba incluso penado hasta la entrada en vigor del RDL 16/1977.

Estas restricciones a la actividad del juego han sido consideradas por el Tribunal de Justicia de

la Unión Europea (TJUE) como compatibles con la libre prestación de servicios contemplada en

el Tratado de la Unión Europea, al estar justificadas por razones de interés general, como la

protección de los consumidores, la lucha contra el fraude y la prevención de perturbaciones del

orden general vinculadas al juego, y siempre que se trate de restricciones no discriminatorias y

proporcionadas (sentencias del 8 de septiembre de 2009 [C42/2007] y del 11 de septiembre de

2003 [C6/2001]). Con todo, cada Estado de la Unión Europea es libre de establecer un sistema

de protección diferente en este ámbito (como ha confirmado la sentencia del TJUE del 15 de

septiembre de 2009 [C347/2009]).

La exclusividad en manos públicas del juego ha sido incluso avalada por las sentencias del 21 de

septiembre de 1999 (C124/1997) y del 8 de septiembre de 2009 (C42/2007), como consecuencia de

las ventajas que supone la explotación en circuito controlado para prevenir fines fraudulentos o

criminales (blanqueo de capitales, fraude, crimen organizado o corrupción). Es más: por la

sentencia del 21 de septiembre de 1999 (C67/1998), se estima que las restricciones al juego pueden

venir justificadas por razones de protección social y de los consumidores (en defensa de su salud

física y mental y de sus derechos económicos), aunque afecten a razones fiscales.
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En España, la sentencia del Tribunal Supremo (STS) del 30 de junio de 2009 ha señalado que

la protección de los usuarios prevalece sobre el derecho de libertad de empresa en materia de

juego, motivo por el cual las sentencias del Tribunal Constitucional 111/1983 y 227/1993

han indicado que el exhaustivo control administrativo y la regulación detallada de este sector

están justificados en la idea de protección y defensa de los consumidores y de los intereses

personales, familiares y sociales, que han de ser amparados en este ámbito frente al derecho

de libertad de empresa (el artículo 38 de la Constitución Española supedita precisamente la

libertad de empresa a las exigencias de la economía general).

Justamente esa intensa intervención administrativa supone que las administraciones no sean

responsables en caso de cumplimiento de la normativa (sentencia del Tribunal Superior de

Justicia de Cataluña del 16 de noviembre de 2007), toda vez que, aunque pueda generar el

juego patología mental, no exista nexo causal entre dicha patología y la actividad del

regulador, siendo cuestión personal del ciudadano llevar a cabo esa actividad. Es decir, la

Administración cumple con limitar esta actividad del juego, siendo de responsabilidad

privada el ejercicio por los particulares del juego.

a) Principios regulatorios

Tanto de la normativa estatal (Ley 13/2011) como de la autonómica se desprenden los

siguientes criterios a cumplir por los operadores del juego:

 Sólo se permiten los juegos contemplados en el catálogo que los especifican, fijando

sus modalidades y denominaciones, las reglas esenciales de su desarrollo, los

elementos personales y materiales, y las limitaciones establecidas.

 Es necesario obtener una licencia o autorización previa para explotar el juego y para

el establecimiento donde se lleva a cabo (STS del 5 de julio de 2000).

 Es necesario proteger determinados bienes jurídicos, como los derivados de la

limitación del acceso a menores o incapaces, la garantía del pago de premios, la

seguridad del juego y la transparencia y la regularidad en la actividad.

 No hay límites a la participación directa o indirecta del capital no comunitario de los

operadores del juego en España, toda vez que la legislación sobre inversiones extranjeras

en este país (Ley 18/1992) remita a la ley del juego, la cual no prevé nada al respecto.

b) Obligaciones del operador

Sobre el juego

 Desarrollar la actividad sin afectar a la dignidad de las personas, su derecho al honor, la

intimidad personal y familiar, y la propia imagen, sin afectar tampoco a los derechos de

la juventud y de la infancia o a cualquier otro derecho susceptible de amparo.

 Realizar la actividad bajo estricto sometimiento al marco regulador, constituyendo lo

contrario acción u omisión antijurídica susceptible de ser considerada delito, falta o

infracción administrativa.
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 Desarrollar sólo los juegos permitidos, y no prohibidos. No se pueden celebrar

apuestas no permitidas.

 Controlar el acceso para impedir el juego de menores de edad o incapacitados

legalmente o por resolución judicial.

 No puede permitir el juego a aquellas personas que voluntariamente hayan solicitado

que se les prohíba el acceso o lo tengan prohibido por sentencia judicial (existe un

registro general de interdicciones de acceso al juego, al que se puede acceder a través

de Internet, y otros registros autonómicos).

 No puede permitir el juego a personas relacionadas con el operador (accionistas,

propietarios, partícipes, personal directivo, empleados, cónyuges, ascendientes o

descendientes de primer grado, directamente o mediante personas interpuestas), ni a

aquellos funcionarios o autoridades con competencias en esta materia. Para ello existe

un registro de personas vinculadas a operadores de juego.

 No puede permitir el juego a quienes presenten embriaguez, enajenación mental u otra

circunstancia que perturbe el juego (la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de

Cataluña del 4 de mayo de 2002 denegó la autorización de juego telemático por la

dificultad de comprobar si en él participan menores de edad o personas embriagadas o

enajenadas; aunque no se perturba el juego cuando los usuarios utilizan cálculos de

probabilidad o informáticos para ganar, ex STS de 11 de junio de 2004).

 Debe contar con solvencia técnica, económica y financiera.

 No pueden ser titulares de licencia de juego las personas condenadas por sentencia

firme en los cuatro años anteriores a la solicitud de aquella por delito contra la salud

pública, falsedad, asociación ilícita, contrabando, contra el patrimonio, contra el orden

socioeconómico, la Administración, la Hacienda Pública o la Seguridad Social.

 No pueden ser titulares de licencia las personas que hayan solicitado concurso

voluntario de acreedores, declaradas insolventes o concursadas, intervenidas

judicialmente o inhabilitadas.

 No pueden ser titulares de licencias las personas jurídicas o sus socios, directivos o

administradores sancionados por resolución administrativa firme por dos o más

infracciones muy graves de las normas del juego en los últimos cuatro años.

 Tiene que mediar, en el juego, un contrato de juego entre operador y participante,

sometido a derecho privado y en el que se especifiquen todas las condiciones de la

actividad, así como los derechos y las obligaciones de las partes.

 Los sistemas técnicos del juego, por medios electrónicos, informáticos, telemáticos e

interactivos, deben ser necesariamente homologados y certificados por la Comisión

Nacional del Juego (CNJ) y supervisados por sus funcionarios.
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